Carátula 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Vaillant) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 10 y 16 minutos) 


- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el gusto de recibir a los 
representantes de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay y de la Cámara de Armadores de 
Buques de Pesca. 


Lamentablemente, el Presidente de la Comisión, señor Senador Lara, no ha podido llegar aún 
y otros señores Senadores han anunciado que no podrán concurrir a la sesión de hoy, por lo que por 
ahora vamos a recibirlos la Senadora Dalmás y quien habla. De todas maneras, esta situación no 
escapa a las formalidades de la Comisión, pues para recibir visitas la misma puede estar sin número, 
como en este caso. 


Esta delegación ha sido especialmente invitada para que brinde su opinión con respecto a la 
resolución que, como es sabido, ha tomado la Cámara de Representantes en cuanto a la derogación 
de la Ley N* 15.523. En esta Comisión, además de analizar el informe que nos ha llegado de la 
Cámara de Representantes, hemos recibido al sindicato que nuclea a los trabajadores. Si bien estamos 
prontos para tomar una decisión, no quisimos hacerlo sin antes escuchar al menos a la otra parte, es 
decir, al sector empresarial. Por esa razón, tal como anteriormente escuchamos a los trabajadores que 
nos dijeron por qué teníamos que derogar esta ley, queremos que ustedes nos expliquen por qué no 
tenemos que hacerlo. 


SEÑOR RICHARD.- Asisto en representación de la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay, 
acompañado por los integrantes de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay. 


Ante todo, agradecemos al Senado la invitación y la posibilidad de expresarnos. Esta es una 
lucha que nosotros venimos llevando a cabo en todo el ámbito parlamentario -fundamentalmente en la 
Cámara de Representantes- desde hace muchos años. No sé si constará en los antecedentes del 
proyecto de derogación lo expuesto por nosotros en la Comisión de Legislación del Trabajo de la 
Cámara de Representantes. En caso de no ser así, hemos traído una copia que dejaremos en poder 
de la Comisión para su estudio. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Lara) 


- Lo que nosotros hemos presentado en la Cámara de Representantes es una exposición 
formal, técnica y bastante completa de por qué no estamos de acuerdo con esta derogación. 
Realmente, en su momento fue muy bien expuesta y entendemos que no existe ninguna razón técnica 
para derogar dicha Ley, sino pura y exclusivamente política. Nuestro fundamento es básicamente 
técnico y no quisiéramos ampliar en él. Por lo tanto, únicamente nos limitaríamos a dejar en poder de 
los señores Senadores la copia de lo ya expuesto y fundamentado y, por supuesto, atenderíamos -en 
el caso de que hayan podido acceder a nuestra exposición en la otra Cámara- cualquier pregunta o 
duda que tengan. Entendemos que si la decisión política ya está tomada, poco vale nuestra 
argumentación en este caso. 


SEÑOR VAILLANT.- Naturalmente, como han señalado, hay una decisión tomada por la Cámara de 
Representantes y puede haber Legisladores del Senado que también la tengan, ya sea en un sentido o 
en otro. De todas maneras esta Comisión resolvió que, antes de tomar su decisión definitiva, debía 
invitar a la Cámara que ustedes integran, porque se consideró que era necesario escucharlos. Este es 
el primer punto que quiero aclarar. Por lo tanto, se podrá coincidir o no con lo que se manifieste aquí, 
pero no debe haber dudas en cuanto a que esa opinión será tenida en cuenta. No estamos aquí ni los 
hemos invitado hoy para perder nuestro tiempo. 


En segundo término, no nos alcanza con leer la versión taquigráfica de la sesión de la 
Comisión de la Cámara de Representantes, porque allí figuran los planteos, pero no tenemos la 
posibilidad de hacerles preguntas. En tal sentido, la razón de esta entrevista es, precisamente, 
escucharlos y poder resolver con ustedes las dudas que algún Legislador pueda plantear. 


En tercer lugar, lo que aspiramos de esta visita, más que una exposición técnica, es un 
planteo político, ya que integramos un ámbito político y nuestras decisiones, si bien están asesoradas 
por informes técnicos, tienen ese carácter. 


En consecuencia, me adelantaré al informe que nos brinden, planteando algunas preguntas. 
¿Cuáles son los perjuicios que para el sector que integran podría traer acarreada la derogación de esta 
ley? Reitero que no espero una respuesta técnica, sino política, en la que nos detallen cuáles son los 
elementos negativos que traería aparejada para este sector de la industria, la derogación de esta ley. 


SEÑOR LAXAGUE.- Soy Secretario de CAPU, Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay. 


Quiero señalar que nuestros afiliados, desde hace más de 22 años -concretamente, 
desde 1984- tienen convenio colectivo. En el fútbol se discute quién es el decano, pero aquí no hay 
discusión: el decano de los convenios colectivos es el sector de la pesca. Desde esa época hasta el 
presente, no hemos navegado un solo día sin convenio colectivo con los tres sindicatos: con el de los 
patrones de pesca -es decir, con el de los capitanes de los barcos- con el del Centro de Maquinistas 
Navales y con el SUNTMA. Además, hay otras empresas -no de nuestra Cámara- que, si bien no 
tienen convenios firmados, respetan los nuestros y trabajan con esas pautas, pagando en función de 
las mismas las licencias, salarios vacacionales, feriados pagos, séptimo día y todas las 
reivindicaciones que allí se establecen. 


En la exposición que se hizo en la Cámara de Representantes, nuestro asesor el doctor 
Rosenbaum, plantea algunas dudas con respecto a si la derogación total lisa y llana de la ley traería 
consecuencias en la aplicación de los convenios actualmente vigentes. Me disculparán los abogados, 
pero como siempre hay dos bibliotecas -la que está a favor y la que está en contra- nosotros tenemos 
esa interrogante. Tan es así que, en la última reunión que mantuvimos en la Cámara de 
Representantes, el doctor Rosembaum hizo esta pregunta. Si bien la misma no se pudo contestar en la 
Comisión, porque la Cámara debía rendir un homenaje, posteriormente, en los pasillos, se nos dijo que 
el espíritu era derogar la ley, pero plantear algo sustitutivo, porque se entendía que se podría crear 
algún vacío. Llegado a ese punto, en tono informal, un señor Representante -a quien agradezco- nos 
dijo: “Mire, acá hay un compromiso político y la ley la tenemos que derogar”. Pienso que estuvo bien el 
señor Legislador y que fue muy sincero. 


Por mi parte, soy partidario de respetar los compromisos -también los compromisos políticos- 
pero eso no implicaba borrar de un plumazo la ley, sino instrumentar un proyecto de ley; incluso, a este 
respecto, fue consultado el doctor Rosenbaum, pero eso nunca se cristalizó y nunca fuimos invitados. 


Entonces, eso se votó y pasó luego al Senado. 


A pesar de que tenemos los convenios firmados y demás, tenemos algunas interrogantes 
respecto a este tema y a varios más. Para un mejor entendimiento, quiero referirme al siguiente dato. 
Mañana, día 15, comienza la veda de corvina, tal como lo establece una resolución de la Comisión 
Técnica Mixta, por lo que se puede traer una captura incidental de determinado porcentaje. Pero lo que 
sucede es que si hay mucha corvina los barcos no pueden salir a trabajar, porque traen más de la 
cantidad permitida. En los hechos, eso significa que un porcentaje importante o la totalidad de los 
barcos deben dejar de operar. Otros barcos, previendo esa situación, ya tienen programado subir a 
varadero. Lo que tenemos, entonces, es que cada cual debe organizar su empresa y ver qué sucede 
con las tripulaciones, o sea, si se paran los barcos o si se envía a los trabajadores al seguro de paro; 
los que son eventuales se van de la empresa y los demás, si o si, tienen que ir al seguro de paro. En el 
caso de que no tengan derecho a este beneficio los trabajadores deben ser despedidos. 


Ahora bien; ¿con qué nos encontramos? Con que, no sabemos porqué, hay una cantidad 
importante de trabajadores de la pesca que están en actividad y, sin embargo, están también en el 


seguro de paro, pero no enviados por las empresas. Quiero ser muy claro: cabe la posibilidad de que 
alguno de esos tripulantes no se haya presentado a cobrar el seguro de paro. De hecho me consta que 
muchos de ellos no se presentaron a hacer efectivo el cobro, pero sabemos también que hay otros 
tripulantes que han trabajado y siguen cobrando el seguro de paro. ¿Por qué sucede esto? Porque no 
fue la empresa que los envió al seguro de paro, sino que recibieron una prórroga cuando se había 
formalizado un conflicto y, no sabemos a través de quién, siguieron con ese beneficio. Ante esto, la 
respuesta del Banco de Previsión Social es que no les dieron el alta, entonces, la empresa no se 
enteró que Fulano de Tal estaba en el seguro de paro y lo contrata, configurándose esa situación. Tal 
vez no sea la totalidad, pero no creemos que haya tripulantes que no se hayan presentado en 
ventanilla a hacer efectivo su cobro. 


Los señores Senadores se preguntarán qué tiene que ver esto con el proyecto de ley que 
nos ocupa. Sinceramente, no sé si tiene mucho o poco que ver, pero sí sé que nuestro sector vive en 
una serie de incertidumbres y la derogación de esta Ley nos crea una más, justamente, por ese tema 
de las dos bibliotecas. 


Personalmente, creo que la Ley debería ser derogada pues es una norma que tiene mala 
prensa o mala fama, por decirlo de alguna manera. No obstante, me afilio a la tesis sostenida por 
algunos señores Representantes, según la cual esta era una oportunidad ideal para instrumentar una 
ley sustitutiva y despejar la duda de los posibles huecos que se pudieran crear, entre otras cosas, 
porque nosotros no representamos el total de los barcos de pesca de bandera nacional. Por cierto, hay 
un grupo importante de barcos que no están representados en esta Cámara, algunos de los cuales son 
de capitales extranjeros y otros de capitales mixtos, pero todos de gran porte. 


El otro día hablaba con un armador, que me comentó que estaba interesado en embanderar 
un barco de última generación cuyo costo oscilaba entre cinco y seis millones de euros -como podrán 
advertir los señores Senadores, estamos hablando de capitales importantes- que le habían llegado 
noticias sobre la derogación de esta ley y que me planteó que tenía una gran incertidumbre. En 
concreto, quiero informar que estamos hablando de un grupo de gente que está vinculada con el 
proyecto del puerto pesquero en la zona de Capurro. Lamentablemente, ayer me tuve que retirar antes 
de su exposición, pero igualmente sé cuál era su planteo, porque asistí a la sesión de la Comisión 
donde el ingeniero Puntigliano mencionó el tema del puerto. 


Con respecto a este punto, creo que es importante que esos barcos -algunos ya se 
fueron; tal es el caso de los que capturan corvina negra- operen en el país. Precisamente, el ingeniero 
Puntigliano está muy preocupado -siempre habla de los 12.000 contenedores al año- por los 
miles de contenedores que tiene que mover el puerto para no perder competencia y quedar en un nivel 
más bajo que el de, por ejemplo, el Puerto de Itajaí. A mi juicio, que estos barcos vengan es importante 
para el progreso del país y, por ende, hay que darles la absoluta seguridad jurídica de que van a poder 
operar sin problemas. Pero tenemos otra dificultad que, si bien no está vinculado con esta ley, es parte 
de la enorme incertidumbre que hay. Me refiero al tema de las relaciones con la República Argentina. 
En este momento, con las actitudes desmedidas que está teniendo este país con respecto a nosotros, 
nos preguntamos qué va a pasar con los recursos compartidos. Ayer escuché al delegado de la 
Armada decir que en uno de los canales del Río Uruguay hay 41 boyas -casi todas están apagadas- 
cuyo mantenimiento lo tiene que hacer la República Argentina. También hay voces de alerta en lo que 
tiene que ver con el dragado de los canales, porque ese país tampoco está cumpliendo. Entonces, 
¿podremos tener la seguridad de que el año que viene no aparezca un “papelito” de la Argentina que 
diga que pescó 25.000 toneladas de corvina y nosotros no podemos pescar más? 


Creo que este es el momento ideal para ponerse a trabajar y tratar de modificar y mejorar 
esta ley. Si se pudieran borrar sus antecedentes, sería mejor, pero lo fundamental es despejar dudas. 
Realmente hay grandes interrogantes y no quiero ni pensar qué pasará con las tripulaciones y con las 
plantas pesqueras -con las que trabajan sólo con la corvina o con aquellas que logran equilibrio con su 
pesca- si en abril o mayo se tiene que cerrar la pesca de corvina. 


No quiero desvirtuar el tema mencionando otros asuntos que no tienen nada que ver con la 
ley, pero es importante que los señores Senadores tengan claro que es el momento ideal para hacer 
estos planteos, porque hay nuevos problemas a solucionar, materia en la que todos tendríamos que 
tratar de colaborar. También sería importante que participaran los sindicatos. Digo esto, porque el 
Director de la DINARA, el señor Daniel Montiel, es un hombre que conoce mucho sobre el tema de la 


pesca, la operativa de los barcos, la realidad de los puertos y la interna sindical. A mi juicio, esto es 
muy positivo, entre otras cosas, porque el señor Ministro confía fielmente en él y, además, repito, 
conoce el tema, cosa que no siempre se ha dado en nuestro país. No estamos pidiendo que se 
derogue la ley, pero sí que se haga un estudio concienzudo para no ocasionar un vacío. 


SEÑOR MOLINA.- Soy el Presidente de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay, la otra 
Cámara que conforma el sector empresarial de este rubro. 


Simplemente, quiero precisar un poco más algunos elementos que ya se han expresado y 
también clarificar la discrepancia que parecería haber surgido sobre si las observaciones realizadas al 
proyecto de ley eran de carácter político o técnico. No sé si son de carácter político o técnico -porque 
nosotros somos empresarios y estamos menos familiarizados con esos términos- pero sí estoy en 
condiciones de decir que lo que se quiso establecer -y nuestra preocupación se centra, sobre todo, en 
lo que se expresa en la Exposición de Motivos del proyecto de ley- fue que se dejaron de considerar 
todos esos aspectos que nosotros llamamos técnicos y que, a nuestro juicio, podían llegar a producir 
un vacío importante en la legislación pesquera nacional. 


Reitero que en la Exposición de Motivos de esta iniciativa se hace especial referencia a la 
época en que fue sancionada la norma, que coincide con un cierto apartamiento de la legislación 
laboral vigente para la generalidad de los trabajadores de este país. Esto nos lleva a señalar que a ese 
respecto no ha habido una clara comprensión de la realidad del sector pesquero nacional y su 
inserción en el mercado internacional. La legislación pesquera no es un invento de nuestro país. Los 
sistemas de remuneraciones del personal embarcado, perfectibles o menos perfectibles, existen en 
todas las pesquerías del mundo. Es más, estas pesquerías del mundo, más allá de las correcciones y 
mejoramientos que hagan a los diferentes sistemas, coinciden en que el sistema de remuneración es el 
único acto -y esto está más que chequeado- que rige las relaciones laborales del personal embarcado. 
Estos son los aspectos que, a nuestro juicio, se deben salvaguardar. 


Es clarísimo que el personal embarcado no se equipara a aquel que trabaja en tierra; no 
suspende su trabajo y se va para su casa, como el de tierra, sino que puede estar embarcado por 
largo tiempo. Puede ocurrir que haya días de mucho trabajo y otros en los que no sea así, porque 
cuando uno sale a cazar no sabe con lo que se puede llegar a encontrar. Todo esto ya está 
contemplado en la normativa. 


Ahora bien, nosotros tenemos la impresión de que si derogamos algo, eso puede llevarnos a 
no comprender a fondo el problema o dejarlo en una nebulosa. Si así ocurre, esto se asimilará al 
régimen general vigente para los trabajadores en tierra del Uruguay. Este es el aspecto que se debe 
salvaguardar y en el que se hizo especial hincapié en la Cámara de Representantes. 


Debemos reconocer una realidad para poder adaptar aquellos instrumentos que, de hecho, 
han sido recogidos por los propios convenios colectivos de los últimos veinte años que han mejorado 
muchos de los aspectos de la ley. No obstante ello, existen otros puntos que, de derogarse la ley y no 
llenar adecuadamente esos espacios, pueden dar lugar a lagunas. Obviamente, este no será el espíritu 
de los Legisladores, de los empresarios, ni de los trabajadores en este momento, pero todos sabemos 
que frente a esos vacíos que se pueden dar, surgirán varias interpretaciones. Y también sabemos -pido 
excusas a los presentes por lo que voy a decir- que los abogados tienen mucho ingenio en cuanto a las 
reclamaciones a plantear. Entonces, cuanto menos espacio dejemos a esas interpretaciones dudosas, 
será mejor para todos. 


En consecuencia, nos parece que se debe mejorar lo que está escrito sin borrar de un 
plumazo todo porque, por el simple hecho de que sea una ley de la dictadura, no podemos decir de 
antemano que no sirve. 


SEÑOR RICHARD.- A efectos de resumir lo ya expresado y sin salir del esquema que hoy nos 
convoca, quiero decir lo siguiente. Insisto en que todo lo que aquí estamos manifestando es lo mismo 
que, en su momento, se expresó en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes. 


En una suerte de resumen, podemos decir que esta norma -como todas las leyes- constituye 
un marco estable y permanente que genera certeza. 


En cuanto a la pesca convencional, cabe destacar que está sobrerreglamentada, 
sobrerregulada, que cubre, fundamentalmente, todos los aspectos sociales y económicos y que 
también está adaptada a nuestra realidad. Eso se puede limitar a la zona económica exclusiva, a 
nuestras aguas soberanas y a la zona común de pesca. En definitiva, esa es nuestra vieja chacra 
pesquera, que la tenemos más que ocupada, muy bien explotada, cuidada, controlada, repartida y 
ajustada económicamente a la realidad. Inclusive, el propio sector laboral está sumamente adaptado a 
la economía de las empresas. En determinados momentos, cuando la economía decae, el sector 
laboral se torna muy pesado, ya que representa una parte muy significativa, lo cual varía cuando se 
dan otras circunstancias. 


A su vez, hay otro mundo y otra pesca -que el Uruguay podría desarrollar- que refiere a la 
captura en aguas internacionales, a los permisos categoría D, a pescas exploratorias en áreas 
antárticas o a pescas no tradicionales en lugares como los Océanos Índico y Pacífico. 


Uruguay tiene un marco normativo muy completo y seguro en cuanto a embanderamiento y 
desembanderamiento de buques, a la vez de contar con el famoso Decreto-Ley N* 15.523 -que hoy 
nos convoca- que establece la reglamentación de la relación laboral. Por más que a mucha gente no le 
guste esa norma -confieso que nunca he entendido muy bien por qué- lo cierto es que atiende todos 
los beneficios sociales y laborales que la legislación general tiene. Puede ser que la remuneración sea 
de determinada manera y que los pagos se hagan en una parte o en otra, pero los nombres de las 
cosas -aguinaldo, licencia, salario vacacional, descansos- están; entonces, no es que no se 
paguen o se omitan. Inclusive, hasta el despido está contemplado en ciertas situaciones. 
Reconocemos que la relación laboral del marinero es muy especial, al igual que las condiciones de 
trabajo y que hay cosas que mejorar. Sin embargo, hoy tenemos una certeza jurídica que permite 
conseguir inversores en el exterior, ya que todas las patas del taburete están cubiertas y si le quitamos 
una, se va a complicar. 


Estamos de acuerdo con que se puede mejorar el Decreto-Ley N2 15.523, pero 
tengamos en cuenta que, por lo pronto, es algo; entonces, no pasemos a la nada. 


En definitiva, creo que este es el pensamiento de las Cámaras y quedamos a las órdenes para 
responder las consultas que deseen formular los señores Senadores. 


SEÑORA DALMAS.- En primera instancia, deseo dar los buenos días a todos. 


Evidentemente, tenemos dos grandes temas sobre la mesa. Uno -creo que es el sustantivo- 
refiere al desarrollo de la pesca y del trabajo de las empresas pesqueras de aquí en más, dada una 
situación de incertidumbre. El trabajo parlamentario no es, necesariamente, de compartimentos 
estancos. Desde el punto de vista político, a mi juicio, la incertidumbre es lo más grave de todo, 
máxime cuando estamos hablando de un recurso fundamental para el país. 


Si bien esto no es materia de análisis de esta Comisión, me parece que amerita un trabajo 
muy específico con otras Comisiones del Parlamento, como por ejemplo las de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios y de Asuntos Internacionales. Entiendo que no es menor lo que se ha 
planteado en cuanto a la nueva situación, en la que hay tantas preguntas e incertidumbres. Aclaro que 
con esto no pretendo decir a ustedes lo que tienen que hacer, pero estoy segura de que si hubiera 
representantes de esas Comisiones, tomarían el tema. 


El otro tema es el Decreto-ley N* 15.523 que da, exclusivamente, un marco legal a las 
relaciones laborales en la pesca. 


Me pregunto, en primer lugar, si los convenios colectivos existentes están acordados en el 
marco del Decreto-ley N* 15.523 o si tienen nuevos ingredientes o algunos cambios. Me refiero a lo 
convenido últimamente. 


En segundo término, cabe señalar que hay dos maneras de establecer el tema de las 
relaciones laborales en un sector que tiene especificidades como éste: el marco legal existente y los 
convenios colectivos o una ley marco. A esta Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social le 
interesa particularmente ese aspecto. En lo personal estoy absolutamente abierta a la propuesta de 
legislar, si es que la legislación vigente en general no aborda -en el caso de que se derogara este 
Decreto-ley- las especificidades que tiene el sector. Incluso podría ser una ley en materia de acuerdo - 
por supuesto, con iniciativa parlamentaria- entre los distintos sectores, las empresas y los trabajadores, 
pero una ley marco al fin. 


En función de lo que he expresado, preguntaba si los convenios actuales están en este 
marco o si tienen nuevos ingredientes que no están contenidos. En ese caso, tomaríamos lo bueno del 
Decreto-ley N* 15.523 más los puntos sobre los cuales hoy se hacen convenios, pero que no están 
incluidos y llevaríamos adelante un trabajo de legislación que es lo que nos corresponde hacer. 


Estas son las preguntas que quería realizar. 


SEÑOR MALLADA.- Antes que nada, quiero aclarar que soy uno de los delegados en el Consejo de 
Salarios del Grupo 3 “Industria Pesquera”, junto con el doctor Jorge Rosenbaum, que hoy no pudo 
asistir a esta Comisión. 


La señora Senadora definió claramente el tema. La Ley N* 15.523, publicada en enero de 
1984 -cuya lectura puede asustar en algunos aspectos- nunca fue aceptada por la parte gremial y 
provocó los primeros y más grandes conflictos que se suscitaron en la época democrática. En función 
de ella, los trabajadores no tenían derecho a aguinaldo ni a licencia, despido, en fin “no tenían derecho 
a, no tenían derecho a”. Pero eso que está en la ley, en la práctica se revirtió a través de los convenios 
colectivos. Entonces, lo que hoy existe son empresas con convenio colectivo y otras sin ellos, pero 
todas cumplen con las condiciones de dichos convenios colectivos. Es más, el último Consejo de 
Salarios por el Decreto 1406 pone en vigencia el convenio colectivo de 1988 -de cuya lectura se 
desprende que no se incluye fecha de finalización, sino que simplemente lo reflota- que incluso tiene 
condiciones más beneficiosas que las que rigen hoy en algunos de los convenios colectivos actuales. 
Con el tiempo, éstos fueron renegociándose y en algunas condiciones los empresarios obtuvieron 
mejores beneficios y los trabajadores, otros; o sea, no es el mismo que el del año 1988. Pero aquellas 
empresas que no tenían convenio colectivo al inicio de este Gobierno, hoy se rigen por el de 1988. A 
título de ejemplo, pagan un día de licencia cada nueve, cuando las otras empresas lo hacen cada once 
o doce. 


Lo que no puede ocurrir -y hoy nos está ocasionando problemas en los Consejos de 
Salarios- es pensar que el Decreto-ley N* 15.523 no va a existir. Mejor dicho, podemos pensar que no 
va a estar vigente, pero no que no exista ese marco detrás del convenio colectivo. Pregunto a los 
señores Senadores: ¿hay ausencia del convenio colectivo, acaso del régimen general? No es igual la 
situación de personas que están veinticuatro horas en un banco, cinco, diez o cuarenta días, que la de 
otros trabajadores. 


Nosotros tenemos personas a las que hay que darles la comida; tenemos un régimen de 
remuneración que no es el del resto de los trabajadores y un sistema de actualización de la 
remuneración que no tiene nada que ver con la inflación pasada, ni con la futura, ni con la recuperación 
salarial. Asimismo, nuestras remuneraciones son en dólares. 


Entonces, podemos acordar directamente con los sindicatos, pero con una base legal y 
también debemos dejar previsto el caso de que no exista convenio colectivo, porque se trata de un 
sector muy conflictivo. También debemos tener en cuenta que hay empresas que no están en las 
Cámaras, así como otras que son internacionales. De hecho, el Decreto N* 1406 reflota el Convenio de 
1988 y lo hace en forma generalizada, incluyendo a los pescadores de merluza negra, a los 
calamareros, a los atuneros de altura, etcétera, que se regían -ellos sí- por la Ley N* 15.523 pura, pero 
estos se han ido. Hemos perdido 16 barcos de ese tipo. Inclusive, hoy la merluza negra, que queda 
ahí, está con cuatro barcos. ¿Qué es lo que pasa? Puede perfectamente manejarse la cosa con la 
pesca tradicional, pero los barcos de merluza y de corvina no pueden tener otra bandera; no ocurre lo 
mismo con los de atún, los de calamar, etcétera, porque simplemente van a Argentina y tienen su 
bandera y pueden vender de la misma manera que lo hacen aquí. 


En consecuencia, considero que hay que abarcar, en esa legislación, la totalidad de las 
especies. Digo esto, porque hoy se ha desarrollado una cantidad de especies con respecto al año 
1988, por ejemplo, el atún fresco, el caracol y ahora nuevamente salieron unos permisos para la pesca 
de la chernia. 


Entonces, no podemos pensar un escenario sin una ley marco, es decir que aquí no puede 
haber horas extras, hay que ser claro en esto. Ningún abogado puede venir a pensar cómo puede 
hacer sus cálculos de acuerdo a la ley relativa a las horas extra -que es una ley de orden público- para 
entablar un juicio por tal monto por ese concepto. 


Tampoco puede haber remuneración de tiempo a la orden. La situación que se da es que el 
barco viene, está 24 ó 48 horas en tierra, mientras el tripulante se va a su casa. Ese es un tiempo en el 
que algunos consideran que la persona está a la orden, ya que no puede irse a otro lado, porque tiene 
que volver a embarcarse. En base a esta realidad, hay todo un sistema de remuneraciones ¡legal que 
ampara todo esto y que protege al empresario de un eventual juicio. 


En definitiva, si ese convenio colectivo no tiene respaldo legal, no tiene fuerza. Les doy un 
ejemplo de esto con el caso de los serenos. Estos no están amparados por la legislación de barco, 
pero están arriba de él 24 ó 48 horas y, de repente, hasta después de 20 días o un mes no están de 
vuelta en la embarcación. Esa gente tenía su convenio colectivo sin respaldo legal -no estaba previsto 
su caso en la legislación laboral para la pesca- y presentaron una demanda por horas extras aduciendo 
que trabajan 24 ó 48 horas seguidas. Por nuestra parte, nosotros presentamos el convenio colectivo, 
pero perdimos el juicio y tuvimos que pagar absolutamente todas las horas extra de todos los serenos. 


Consideramos que toda actividad laboral debe tener un respaldo legal que le dé certeza a las 
dos partes. En el caso de los serenos, esto no existía y lo que pasó también puede suceder en el resto 
del sector si no hay un marco legal que contemple la especificidad. Se ha dicho aquí, con acierto, que 
algo que es específico, que es distinto, debe tener una legislación específica; bueno, elabórenla 
teniendo en cuenta todos los elementos que ya existen en los convenios colectivos. Ahí se detalla 
cómo se pagan los aguinaldos, los feriados, las licencias, cómo se calcula el jornal, cómo se actualizan 
los valores de captura, cómo se liquida la parte, qué partes hay, etcétera. Todo esto está confeccionado 
a partir de una ley mal hecha, que se tuvo que corregir como producto de la conflictividad que ocasionó 
pero que, en definitiva, funcionó durante 20 años. En lo personal, puedo decir que hace 23 años estoy 
en este tema de la pesca -desde que empezó- y lo conozco perfectamente. Hay en marcha 
argumentos políticos para sacar adelante esto, porque ahí hay muchos artículos que no rigen, que no 
tienen vigencia; les pueden asustar pero, como dije, no tienen vigencia. 


Asimismo, pueden preguntarle a cualquier trabajador lo que está cobrando exactamente, 
porque hasta el propio mercado de trabajo se ha regulado. Hay gente que pudo haber estado incluida 
en el Decreto-Ley N* 15.523 pura. ¿Qué quiere decir esto? Que sale a navegar, hace un viaje 
redondo y esa parte que cobra incluye licencia, aguinaldo, salario vacacional, feriados e, incluso, 
despido, si así quieren llamarlo. Esto es verdad, pero también hay que tener en cuenta que en el 
mercado laboral nadie va a navegar ese barco si puede cobrar todos esos elementos en el de merluza, 
corvina u otro. En los hechos, el que pagó según la Ley N* 15.523 pura, tuvo que abonar por todos 
esos elementos porque, de lo contrario, no conseguía trabajadores. Es más; hubo un caso que nos 
provocó un gran problema. Precisamente, buques congeladores que estaban trabajando según la Ley 
N* 15.523 pura -es decir que pagaban un concepto y ahí estaba todo incluido- al aprobarse el Decreto 
N2 1.406, tuvieron que pagar todo eso y, eventualmente, agregar licencias, salarios vacacionales, 
aguinaldos y feriados. ¿Qué sucedió? Tuvieron que dejar de navegar. Y hoy los buques congeladores 
constituyen uno de los problemas que debe afrontar el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. ¿Por 
qué? Porque no se contempló que todo eso ya estaba incluido y tuvieron que agregarlo. 


Para finalizar, quisiera expresar que el camino que aquí se indicó en el sentido de tratar de 
legislar algo que mejore todo esto, es la única vía que vemos en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay aspectos sobre los que coincidimos con nuestros invitados. Según 
podemos constatar, ustedes no estarían en total desacuerdo con derogar la ley si nosotros 
instrumentamos algo que contemple el enorme vacío legal que existe. Al respecto, hay conciencia a 


nivel de la Comisión y, por ese motivo, la próxima semana les vamos a hacer llegar un borrador sobre 
el tema para que puedan plantear sus opiniones. 


En virtud de que se abordó el tema de la veda, quisiera formular una consulta. Se produce la 
veda a partir de un acuerdo argentino-uruguayo en la Comisión del Frente Marítimo. Es así que 
después de que se llega a determinada tonelada de la pesca de la corvina, se produce la veda. Por su 
parte, la pesca incidental representa entre un 3% y un 5 % de la salida de cada barco y no un 50 % ó 
un 60 %, como ha ocurrido en tiempos de veda cuando han salido embarcaciones. Eso es totalmente 
demostrable y están las actas a total disposición. 


Concretamente, ustedes dicen que si en un momento determinado hay veda, los barcos no 
pueden salir. Creo que no lo pueden hacer los comprendidos en la categoría B destinados a la pesca 
de corvina y pescadilla. ¿Existe alguna otra posibilidad? Si el barco sale y está autorizado para pescar 
eso, es imposible que no lo puedan hacer. Es decir que, concretamente, es para eso. De acuerdo con 
la Ley, ¿qué es lo que ustedes hacen, en el caso de la corvina, si se pasan -como ha sucedido muchas 
veces- en un 40 %? 


SEÑOR PIÑEIRO.- En mi calidad de Presidente de la Cámara de Armadores Pesqueros, me gustaría 
hacer algunas aclaraciones con respecto a la resolución de la Comisión Técnico Mixta. Dicha Comisión 
cierra la pesca de corvina para el Río de la Plata y el Frente Marítimo en la zona comprendida por su 
jurisdicción. ¿Eso qué quiere decir? Que las aguas de jurisdicción exclusiva de cada país no están 
cerradas a la pesca de corvina. El cierre de la pesca de corvina no significa una veda, sino que esa 
especie no puede ser la especie objetivo de la pesca. Reitero que esto sucede dentro del área donde 
tienen jurisdicción las Comisiones, tanto la CARP como la Técnico - Mixta. O sea que las zonas 
exclusivas, las doce millas de cada país, no están abarcadas por esa resolución y los barcos podrían 
pescar el cien por ciento de corvina dentro de esa zona, salvo que hubiera una legislación particular del 
país que así lo dispusiera. Tal vez por ahí es posible que haya un error de interpretación. 


Los barcos de categoría B tienen como especies-objetivo la corvina, la pescadilla y una serie 
de especies que se llaman “fauna acompañante”. Cuando sucede esto los barcos se orientan 
fundamentalmente a la pesca de pescadilla pero, muchas veces, en algunas zonas la corvina aparece 
mezclada con la pescadilla. Por lo tanto, los técnicos de la DINARA han determinado que se podría 
tolerar hasta un 30% de pesca incidental de corvina. Esto no es de ahora, porque ya en el Gobierno 
pasado -cuando estaba el Capitán Flangini- también se había autorizado un porcentaje para cuando se 
pasaba el cierre de las pesquerías por llegar a los cupos que se establecen entre los dos países. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta concreta es si se podría lograr un acuerdo con Argentina a fin de 
aumentar el tope de toneladas en la autorización de dicha pesca. 


SEÑOR LAXAGUE.- Señor Presidente: el tema tiene relación con las carencias que tiene Uruguay, 
porque a veces la pobreza es nuestra. 


Hace muchos años que estamos involucrados en el tema de la pesca y a pesar de que a 
veces discutimos con los técnicos de la DINARA -de INAPE antiguamente- por el tema de los lobos u 
otra serie de aspectos, reconocemos que se trata de titanes; a veces tienen que ir a defender 
posiciones donde realmente parece que los mandamos a la guerra con un escarbadientes. No 
contamos con recursos y no es algo que podamos achacar a esta Administración, porque siempre 
sucedió lo mismo. 


Ya hace aproximadamente tres meses, el señor Montiel nos llamó para presentarnos a dos 
técnicos de FAO; allí nos informó que Uruguay iba a firmar un convenio por alrededor de U$S 
5:000.000, es decir que el país se iba a endeudar. Nos pareció algo muy positivo, de mucha 
responsabilidad y, además, de mucha cristalinidad por parte del señor Montiel, porque tal vez en otro 
momento se dieron esos convenios y nosotros no nos enteramos. Sin embargo, allí se nos dio la 
posibilidad de plantear una serie de temas y de interrogantes -incluso mencioné el famoso asunto 
relacionado con los lobos- como, por ejemplo, la siembra de corvina en la zona de la Isla de Flores que 
la Cámara alguna vez había sugerido al Capitán Flangini. 


Digo esto, porque hay inquietudes de parte nuestra y mucha cosa para hacer, pero se trata 
de un tema de recursos. Asimismo, debemos tener muy presente que el sector privado de los 
armadores en la República Argentina tiene peso en las resoluciones que toman los poderes políticos. 
Realmente sabemos que tienen mucha incidencia y no sucede lo mismo con los nuestros, porque hay 
compañeros que van como observadores desde hace años. Es un tema difícil, porque a veces nos 
faltan elementos de prueba; sabemos que nos están mintiendo pero no tenemos cómo comprobarlo. 


SEÑOR VAILLANT.- Me parece importante haber mantenido esta reunión y haber escuchado a 
nuestros invitados. En la Bancada tenemos urgencia -estoy hablando en nombre de la Bancada del 
Frente Amplio- en culminar con el tratamiento de una serie de proyectos porque, entre otras cosas, 
habilita a las Comisiones a pasar a la consideración de otras iniciativas que están pendientes. Esto no 
significa que deseemos aprobar cualquier proyecto de ley, aunque el mismo no nos convenza. En este 
caso, mi primera preocupación, luego de revisar el proyecto, tenía que ver con qué sucede cuando se 
deroga una ley que establece reglas y normatiza, como en este caso, las relaciones laborales; es decir, 
me preguntaba qué sucede ante la ausencia de dicha ley. La segunda inquietud era a quién beneficia y 
a quién perjudica normalmente la existencia o la falta de la norma. Con respecto a la primera 
interrogante, naturalmente que cuando se deroga una ley y no hay otra sustitutiva, lo que queda 
vigente es la legislación en materia laboral que regula las relaciones laborales a través de otras leyes 
que no son derogadas. En lo que tiene que ver con la segunda pregunta, es decir, a quién beneficia y a 
quién perjudica, no tengo duda de que, aquí o en cualquier parte del mundo, la falta de una norma que 
reglamente las relaciones laborales, perjudica al trabajador, por la sencilla razón de debilidad y de 
fuerza. No es casual que el planteo moderno de desregular no venga normalmente de parte de los 
trabajadores, sino de sectores empresariales. En general, los trabajadores no defienden la 
desregulación, porque saben que la misma es la desnormatización y eso trae, como consecuencia, 
debilidades. Digo esto, porque históricamente la norma en las relaciones laborales es reclamada por 
los intereses lógicos de los trabajadores, es decir, por un tema de fuerza. En este caso, estamos ante 
una norma que regula las relaciones laborales y cuya derogación es solicitada por los trabajadores. 
Entonces, la primera conclusión a la que se podría llegar es que los trabajadores no quieren estar 
protegidos; puede ser que sea esto lo que sucede pero, con franqueza, no lo creo. Tengo la sensación 
de que lo que puede estar pasando es otra cosa. La información que ustedes nos dan es importante y 
confirma esto que estamos señalando, pero también nos dice que muchas de las cosas que están 
establecidas en la norma vigente no se cumplen. Esto demuestra, al menos, la vetustez o la falta de 
vigencia de la propia ley. Todos esos elementos me hacen pensar que de lo que se trata es de generar 
las condiciones propicias para sancionar una nueva ley que reglamente las relaciones laborales en 
este ámbito, que es distinto al resto de la actividad laboral y empresarial. 


Por lo tanto, reafirmo nuestra convicción de que este asunto no puede terminar con la 
anulación de esta ley, sino que en todo caso dicha derogación  -si es que esto se termina haciendo- 
debe entenderse como el camino para habilitar el espacio para la rápida instrumentación de otra ley. 
Los invitados podrán plantear, naturalmente, por qué razón no hacemos primero otra ley que sustituya 
a ésta; sería una pregunta absolutamente lógica y que correspondería. Ante esta interrogante, con toda 
franqueza hay una sola respuesta que se me ocurre y es que nuestra visión de la elaboración de leyes, 
particularmente en materia laboral, busca la participación y, en lo posible, el resultado consensuado 
entre las partes que participan en una relación laboral. Nosotros no queremos una ley sobre relaciones 
laborales que esté reflejando solamente el pensamiento de los Legisladores, haciendo uso de su 
condición de representantes, pues pensamos que instrumentar una ley en serio, de futuro, que 
reglamente en este caso estas relaciones laborales, pero en otros casos, otras, implica convocar a la 
participación real, rápida y abierta. A veces la participación que se quiere lograr para buscar los 
consensos se facilita cuando hay ausencia de una norma, pero se retrasa por una de las partes cuando 
-debido a que existe una norma que da certezas y garantías- no se pone todo el empeño para lograr 
una ley alternativa. De ninguna manera estoy haciendo una afirmación personal, porque no soy parte 
en este debate; simplemente trato de explicarme por qué razón los trabajadores están pidiendo la 
derogación de la norma sin que haya otra sustitutiva, cuando a ellos, más que a ninguno, esa situación 
los tiene que dejar muy débiles. 


En el caso de los trabajadores, como existen otras normas de carácter laboral que se les 
aplicaría, me da la impresión de que esta derogación puede estar significando -por lo menos así lo 
quiero tomar y esto implica un compromiso- la generación de ciertas condiciones para que rápidamente 
las partes -naturalmente, con nuestra colaboración- tengan que encontrar acuerdos para aprobar una 
ley nueva y moderna que regule las relaciones laborales en esta materia. 


Sigo con la misma preocupación: soy consciente de que entre la anulación de esta ley y la no 
rápida sanción de otra, se genera un vacío legal que va a terminar perjudicando -a la corta o a la larga- 
a los propios trabajadores. Por lo tanto, en la defensa del sector de la industria y también de los 
trabajadores, creo que nuestra acción parlamentaria no se va a limitar -y de ello estoy seguro- a la 
derogación lisa y llana, sino también a generar un ámbito para sancionar inmediatamente una nueva 
ley que regule estas relaciones laborales. 


SEÑOR LAXAGUE.- Aclaro que, con o sin ley, no nos vamos a ir del país, pero sí se pueden ir los 
barcos de capitales coreanos o españoles. Ese es el riesgo que veo al crear un lapso entre la 
derogación de una ley y la aprobación de otra. Inclusive, es un riesgo para el número de tripulantes, 
porque a pesar de que nosotros estemos representando, tal vez, al 55% o 60% de todos los barcos de 
bandera nacional, en realidad, es un porcentaje menor en número de tripulantes porque, por ejemplo, 
en nuestros barcos tenemos nueve personas cuando hay otros que tienen cuarenta, o sea, un número 
importante de trabajadores. Esa es la única advertencia que me parece debo efectuar. 


SEÑOR PIÑEIRO..- En lo que va de este Gobierno ya hemos tenido diez meses de paros por conflictos 
con los sindicatos, habiendo convenios colectivos vigentes. Creo que derogar la ley para después 
ponernos a discutir en torno a otra, probablemente vaya a profundizar la conflictividad ya existente, ya 
que cada vez que hay una discusión entre las patronales y los sindicatos, siempre se toman medidas 
de paralización de los barcos. Recién llevamos dos meses en los que no ha habido paros, pero sólo 
en este año ya tenemos acumulados cinco meses de paro. 


Por otra parte, hay que tener en cuenta que el Uruguay tenía aproximadamente 120 barcos 
al comienzo de este Gobierno, de los cuales 17 ya se fueron de la bandera. Nosotros representamos 
alrededor de unos 50 barcos que nos regimos por convenios colectivos y los otros se rigen por la Ley 
N* 15.523. 


No sé qué puede pasar; lo que sé es que a nosotros nos gustaría que no se derogara la ley, 
que hubiera otra que cambiara o mejorara la normativa existente y que, a su vez, derogara esta ley 
anterior. 


SEÑOR LAXAGÚE.- Simplemente advierto que no debe interpretarse que las medidas de paro son 
consecuencia de este Gobierno. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Quiero aclarar que en los cinco años del Gobierno anterior estuvimos con paros 
durante un año y medio. O sea que el problema no es exclusivo de este Gobierno, sino de 
relacionamiento con el SUNTMA. 


SEÑOR MALLADA.- Quiero referirme a lo expresado por el señor Senador Vaillant. ¡Ojalá 
tuviéramos un escenario en el que se pudiera hablar de una rápida elaboración de una ley en materia 
de régimen laboral para la pesca! En los Consejos de Salarios instaurados por este Gobierno no hubo 
acuerdos con el sector embarcado; en la primera ronda se tuvo que actuar por decreto y, en ésta, va a 
suceder lo mismo el día jueves. No quiero ser pesimista, pero no veo un escenario donde se puedan 
poner de acuerdo las partes; la experiencia que tengo en este tema -por estar todos los días en esto- y 
la realidad nos demuestra que esa posibilidad no está dada. Existe la intención de que el período de 
ausencia de una ley sea breve; personalmente, me preocupa el hecho de que realmente sea así. 


SEÑOR RICHARD.- Consideramos que ninguna de las partes -el sector obrero y el sector empresarial- 
ha llegado a una madurez suficiente como para tener un ámbito de negociación. Si nos limitamos al 
Consejo de Salarios, todos los ámbitos, indefinida y eternamente, han sido de discusión. Creo que la 
ley, hasta por las vías existentes en la actualidad, se puede mejorar un cien por ciento. Hoy tenemos 
Consejo de Salarios para mejorar las condiciones mínimas establecidas en esa ley. ¿Qué ventajas 
tienen tanto esta como cualquier ley? La intemporalidad. Una de las ventajas que presentan todas las 
leyes es que se pueden aplicar en cualquier momento. Esta ley en particular es perfectamente 
adaptable a cualquier nuevo escenario pesquero. ¿Qué ocurre con la pesca? Es muy dinámica y es 
uno de los ámbitos de mayor aplicación de la tecnología. Si veinte años atrás, a muchos de los que 
estamos hoy aquí, nos hubieran dicho cuál iba a ser la realidad hoy y cómo iban a ser las nuevas 
pesquerías del futuro, jamás lo hubiéramos creído. Nunca nos hubiéramos imaginado barcos de 


sesenta metros con nasas o barcos que pesquen especificamente calamar con un robador. En aquel 
entonces no existían esas cosas. 


Todos los sistemas, ya sean los Consejos de Salarios que este Gobierno promueve o el 
hecho de regirse por la oferta y la demanda, como sucedió en otros Gobiernos, se aplican a una 
realidad conocida. Entonces, insisto en que la ventaja que presenta esta ley es la intemporalidad; es un 
marco jurídico certero para la adaptación de un relacionamiento laboral a una realidad que está por 
conocerse. Ya sea por las buenas, con discusiones o por las malas, con decretos, lo que ya 
conocemos está sobrerreglamentado, sobrerregulado, sobrelaudado. Ahora bien, ¿qué ocurre con una 
pesquería que todavía no conocemos? Tenemos una buena norma para embanderar los barcos y 
captar la inversión extranjera y una nueva norma que permite al inversor irse si las cosas no le gustan. 
Eso no ocurre en Brasil o en Argentina donde, de una forma u otra, luego de entrar, no se puede salir 
más. Creo que debemos dar certezas jurídicas para que venga el inversor y promueva su inversión. 


Por otro lado, están los Consejos de Salarios donde hay que pelear, porque los “tipos” son 
bravos. Es una cuestión pura y exclusivamente económica. Pido disculpas, pero esto ya pasa a ser 
algo pasional. 


Pensaba leer lo presentado en su momento en la Cámara de Representantes, pero entiendo 
que ya nos han dado suficiente tiempo y quizás lo mejor sería que luego lo leyeran los señores 
Senadores. De todos modos, el vínculo va a continuar y seguiremos comunicándonos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado va a 
estudiar el tema y nos mantendremos en contacto. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay y de 
la Cámara de Armadores de Buques de Pesca) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


